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Expte. n° 7920/11 “GCBA s/ 
queja por recurso de 
inconstitucionalidad denegado 
en ‘Ferenza, María Graciela c/ 
GCBA s/ amparo (art. 14 
CCABA)’” 

 
 

Buenos Aires,           14                de marzo de 2012 

 
Vistos: los autos indicados en el epígrafe 

 

resulta: 
 

El Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, en adelante GCBA, 

interpuso recurso extraordinario federal (fs. 93/112 vuelta) contra la 
decisión de fecha 19 de octubre de 2011 (fs. 85/89 vuelta) mediante la 
cual el Tribunal, por mayoría, rechazó la queja interpuesta por su parte.  

Frente al traslado conferido, la parte actora guardó silencio (ver 
diligencia de fs. 114 y vuelta).  
 

 
Fundamentos: 

 

El juez Francisco Luis Lozano dijo: 
 
1. El recurso extraordinario federal articulado por el GCBA ha 

sido presentado en tiempo oportuno; sin embargo debe ser denegado.   

En efecto, la decisión a cuya revisión aspira el GCBA, esto es, 
aquella que resolvió que es inválido el uso de la categoría “jubilable” o 
“JB” en los listados que confecciona la Administración para asignar 

cargos por interinatos y suplencias o concursos de cargos, no ha sido 
contraria al derecho federal invocado sino que, en todo caso, hizo 
primar aquel por sobre el local. Prueba de ello, lo constituye el hecho 

de que lo que agravia al GCBA recurrente es que se hubiese “…fallado 
en contra de la validez de una ordenanza emanada del [Poder] 
[L]egislativo local” (fs. 97). En ese marco, no viene planteada una 

cuestión de aquellas que, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 14 de 
la ley 48, abra la competencia de la CSJN. 

 

2. En atención a que la parte actora no contestó el traslado que 
se le confiriera a fs. 113, punto ll (ver diligencia de fs. 114 y vuelta), 
voto por que se resuelva el recurso intentado sin imposición de costas 

(art. 68, segundo párrafo CPCCN). 
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Los  jueces Alicia E. C. Ruiz, José Osvaldo Casás y Ana 

María Conde dijeron:   

   
1. Coincidimos con nuestro colega preopinante en que el recurso 

extraordinario debe ser denegado, en tanto no plantea una cuestión de 

las previstas en el artículo 14 de la ley nº 48. 
 
2. Por su parte, el recurrente intenta justificar el carácter federal 

de la cuestión argumentando que lo decidido por el voto mayoritario de 
este Tribunal conculca principios y garantías constitucionales (defensa 
en juicio, principio de división de poderes y principio de legalidad) mas 

no explica de qué modo tales principios y garantías habrían sido 
vulnerados por la sentencia impugnada. Ello permite concluir que no se 
ha acreditado la relación directa e inmediata entre la cuestión federal 

invocada y lo resuelto en la causa, conforme lo exige el artículo 15 de 
la ley nº 48. 

En este sentido, la Corte Suprema ha establecido que la sola 

mención de preceptos constitucionales no basta para abrir la vía 
extraordinaria (doctrina de Fallos: 165:62; 181:290; 266:135; 310:2306; 

y muchos otros) y que la relación directa que la ley exige existe sólo 

cuando la solución de la causa requiere necesariamente la 
interpretación del precepto constitucional aducido (Fallos: 187:624; 

248:129, 828; 268.2479). De otro modo, la jurisdicción de la Corte 

Suprema sería indebidamente privada de todo límite, pues no hay 
derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución 
Nacional, aunque esté directa e inmediatamente regido por el derecho 
no federal (Fallos: 295:335; 310:2306). 

 
3. Acude, también, el GCBA a la doctrina de la “sentencia 

arbitraria” para lograr la apertura de la instancia federal. La 
admisibilidad del recurso por esta causal —según lo señala la CSJN— 
es estricta pues “(l)a doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto 

convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia, ni corregir fallos 
equivocados (...), sino que atiende a cubrir casos de carácter 
excepcional en los que, deficiencias lógicas del razonamiento o una 

total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar el 
pronunciamiento de los jueces ordinarios como la sentencia fundada en 
ley a que hacen referencia los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional” 
(Fallos: 312:246; 389, 608; 323:2196, entre otros).  

El recurso, en relación con este agravio, también es inadmisible, 
puesto que se sostiene básicamente en la discrepancia del GCBA con 

la interpretación efectuada de las normas locales involucradas 
(Estatuto Docente – Ordenanza nº 40.593) y la solución alcanzada por 
el Tribunal respecto de la calificación de “jubilable” asignada a la actora 
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por la Administración, y no en demostrar cuáles serían los vicios 
lógicos o argumentales del pronunciamiento que cuestiona o de qué 
forma éste quedaría descalificado como acto judicial. 

 

4. Sólo resta añadir que los planteos esgrimidos por la parte 

recurrente en punto a que este Tribunal se habría apartado, sin motivo 
valedero, de la doctrina sentada por el Alto tribunal federal in re: 

“Gemelli, Esther Noemí c/ ANSeS” —Fallos: 328:2829—, sentencia del 

28 de julio de 2005, no guardan relación con lo resuelto en esta causa.  
En efecto, en el sub examine la cuestión sometida a decisión de 

este Estrado no estuvo vinculada a la determinación del régimen 
previsional aplicable a la actora en su carácter de docente de la Ciudad 
de Buenos Aires —asunto que fue objeto de consideración en el 

precedente antes aludido— sino que versó sobre aspectos 
relacionados al derecho a la carrera profesional que detenta la 
amparista hasta el momento en que decida jubilarse o el GCBA pueda 

compelerla a hacerlo —en particular, respecto de las limitaciones que 
se desprenden de la categorización de “jubilable” asignada a la actora 

en diversos listados anuales de calificaciones docentes mientras ella 
aún se encuentra en actividad—.  

 
5. Finalmente, no resulta suficiente para habilitar la instancia 

extraordinaria la referencia que formula el GCBA a la gravedad 
institucional que —afirma— derivaría del pronunciamiento dictado (fs. 
97 y vuelta). Ello así, pues en momento alguno del escrito recursivo 

desarrolla agravios por esta causa. 
De todos modos, tampoco esta causal hubiera permitido la 

concesión del remedio federal intentado porque, conforme lo tiene 
dicho la CSJN “la invocación de gravedad institucional no puede 
sustituir la inexistencia de cuestión federal que exige el art. 100 de la 
Constitución Nacional” (Fallos: 311:121). 

 
6. Por lo demás, la parte recurrente no dio cumplimiento 

acabado con los recaudos señalados en los artículos 2° y 3º del 

reglamento aprobado por la Acordada nº 4/2007 de la CSJN.  
Así, el GCBA omitió efectuar en la carátula (art. 2º) la mención 

clara y concisa de las cuestiones planteadas como de índole federal 
(inciso i), la cita de las fojas donde se las introdujo y mantuvo en las 
distintas instancias (art. 3º, inc. b, ver fs. 93 y vuelta) y tampoco 

consignó (ni podía hacerlo dada la índole de la cuestión decidida) “la 

refutación de todos y cada uno de los fundamentos independientes que 
den sustento a la decisión apelada en relación con las cuestiones 
federales planteadas” (art. 3º, inciso d), ni se demostró una relación 

directa e inmediata entre las normas federales invocadas y lo debatido 
y resuelto en el caso; tampoco que la decisión impugnada resulte 
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contraria al derecho invocado por el apelante con fundamento en 
aquéllas (art. 3º, inc. e).  

 

Por los motivos expuestos, votamos por denegar el presente 
recurso. Sin costas, toda vez que la parte actora no contestó el traslado 
de ley oportunamente conferido (art. 68, segundo párrafo, CPCCN).  

 
 

 Por ello, 

el Tribunal Superior de Justicia 
resuelve: 

 
 1. Denegar el recurso extraordinario federal deducido por el 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sin costas.  

 2. Mandar que se registre, se notifique y, oportunamente, se 
remita como está ordenado a fs. 89 vuelta, punto 2.  

 

 
 


